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Casos de mujeres víctimas de violencia de género 

Sylvina Janette Bassanni. 

Derecho a la protección y a la obtención de justicia
El 1 de septiembre de 2006 Sylvina Janette Bassanni, de nacionalidad argentina y 32 años de edad, denunció ante la Guardia Civil las agresiones físicas y psicológicas que sufrían desde hacía años ella y su hijo, por parte de su marido. También relató las amenazas de muerte de que las que era objeto, especialmente frecuentes en los últimos días, tras comunicarle a su marido su intención de divorciarse. En la denuncia y en la solicitud de orden de protección, Sylvina afirmó que temía por su vida y por la de su hijo, porque su marido era militar de profesión y tenía armas en casa, y manifestó que “está convencida de que les va a hacer algo, porque él no se encuentra en un estado psíquico normal”. 

La Guardia Civil comprobó el registro de armas del Ministerio del Interior y emitió un informe en el que hacía constar que no existía ningún arma registrada a nombre del denunciado. Pero Sylvina insistió en el acceso del denunciado a armas de fuego, y solicitó ya ante el Juzgado de Violencia sobre la Mujer, que se requiriera esta información al Ministerio de Defensa, cuyo registro de armas no está conectado con el del Misterio de Interior. Sylvina nunca recibió respuesta del Juzgado a esta solicitud.        

Al día siguiente a la interposición de la denuncia, el Juzgado de Guardia de Torrejón de Ardoz (Madrid) dictó una orden de protección a favor de Sylvina y su hijo, incluyendo la medida cautelar que ordenaba el alejamiento y prohibición de comunicación del denunciado con ambos, vigente hasta que se dictara sentencia. Esta orden fue incumplida en numerosas ocasiones por el agresor, que la esperaba en el coche delante del domicilio de Sylvina, le llamaba por teléfono, le enviaba mensajes de móvil o incluso le llegó a pinchar las ruedas del coche a ella y a unos amigos que la apoyaron en su denuncia. Todos estos hechos fueron denunciados por Sylvina ante el Juzgado, lo que no supuso consecuencia alguna para su ex-marido. En al menos cuatro ocasiones el abogado de Sylvina solicitó la comparecencia para decretar la prisión del denunciado por estos incumplimientos. Tan sólo uno de estos escritos fue contestado por el Juzgado y la respuesta fue denegar la convocatoria de la comparecencia de prisión. 

Durante los diecinueve meses transcurridos entre la concesión de la orden de protección por parte del Juzgado de Guardia y el día 10 de abril de 2008, fecha en que su ex marido la asesinó, junto a su actual pareja, con un arma de fuego, Sylvina llegó a presentar, a través de su abogado, 28 escritos al Juzgado de Violencia sobre la Mujer. En ellos, Sylvina solicitó la práctica de pruebas esenciales, que hubieran servido para acreditar la violencia sufrida y para asegurar su protección; pidió en al menos seis ocasiones al Juzgado de Violencia sobre la Mujer y a la Guardia Civil que su seguridad fuera garantizada; se mantuvo en el procedimiento e hizo todo lo que estuvo en su mano para impulsar unas actuaciones judiciales que durante un año estuvieron prácticamente paralizadas. 

Tras las sucesivas peticiones de protección al Juzgado y a la Guardia Civil, sin obtener respuesta, Sylvina, que seguía temiendo por su vida, en mayo de 2007 decidió abandonar el domicilio que le había atribuido el Juzgado tras la separación; cambió de trabajo y se trasladó con su hijo a la localidad de Alovera (Guadalajara), cuya dirección mantuvo en secreto (ni siquiera la facilitó al Juzgado) por temor a ser encontrada por su ex marido. 

A pesar de la existencia de una orden de protección en vigor del hijo de Sylvina respecto a su padre y presunto agresor, el Juzgado decretó un régimen de visitas entre padre e hijo. Régimen de visitas que fue instaurado en el procedimiento civil, seguido ante el mismo Juzgado que instruía el procedimiento penal. Entre septiembre de 2007 y marzo de 2008 Sylvina presentó diversos escritos señalando la incongruencia de esta medida. Sylvina nunca recibió respuesta a esta petición de aclaración, únicamente una resolución del Juzgado en la que se le instaba a cumplir la sentencia de divorcio y a llevar al niño al Punto de Encuentro donde se encontraría con su padre. 

Sylvina cumplió el mandato judicial y llevó en varias ocasiones a su hijo al Punto de Encuentro, pese a su temor por el riesgo que pudiera correr el menor o porque este contacto pudiera servir de pista al denunciado para localizarla de nuevo. Sin embargo, en febrero de 2008, a raíz de un informe en el que los propios trabajadores del “Punto de Encuentro” mostraban preocupación por la negativa conducta del denunciado hacia su hijo, Sylvina volvió a poner la cuestión en conocimiento del Juzgado de Violencia sobe la Mujer, y ante la falta de respuesta, acudió a través de su abogado, al Defensor del Menor de la Comunidad de Madrid, quien les respondió que no podía actuar dada la existencia de un procedimiento judicial en curso. 
Pero toda la actividad desplegada por Sylvina para tratar de proteger su vida y la de su hijo, contrastó con las dilaciones, la falta de diligencia e incluso la inacción de la Guardia Civil, del Juzgado de Violencia sobre la Mujer y de la Fiscalía asignada a este caso. 

La primera denuncia por el incumplimiento de la orden de alejamiento y prohibición de comunicación por parte de su marido, la realizó Sylvina tan solo un mes después de dictarse la orden de protección. A este primer escrito le siguieron otros cinco, en  los que se presentaban indicios del incumplimiento de la citada medida y se instaba al Juzgado que investigara los hechos, y convocara la comparecencia para valorar si procedía dictar la medida de prisión preventiva. 

A pesar de que a Sylvina se le había concedido el servicio de “teleasistencia” móvil, la Guardia Civil nunca se puso en contacto con ella, y no consta realizara ninguna labor de seguimiento de la evolución de su seguridad. 
Entre octubre de 2006 y abril de 2007 el Juzgado de Violencia sobre la Mujer respondió a Sylvina, denegando la práctica de algunas pruebas, como el examen psiquiátrico del denunciado o la prueba pericial psicológica del hijo común, y considerando los resultados de otras pruebas “de escasa entidad” como para motivar la reacción del órgano judicial. 

En marzo de 2007, y en vista de la desatención de sus peticiones de protección, Sylvina pidió ser entrevistada por el Juzgado de Violencia sobre la Mujer, que hasta entonces nunca le había tomado declaración. El Juzgado denegó su petición aduciendo que Sylvina ya había declarado ante el Juzgado de Guardia el día 2 de septiembre de 2006. 

En abril de 2007, ante la falta de respuesta a varios escritos de solicitud de pruebas y a nuevas denuncias del incumplimiento de la orden de alejamiento, el abogado de Sylvina pidió entrevistarse con la Juez para transmitirle preocupación por la dilación del procedimiento. Este escrito fue contestado por el Juzgado un año después, y notificado al abogado cuando Sylvina ya había sido asesinada. 

En dos escritos fechados el día 8 de abril de 2008 (dos días antes de la muerte de Sylvina) y notificados a su abogado el día 16 de abril (seis días después de la muerte), el Juzgado de Violencia sobre la Mujer respondía a toda una serie de escritos presentados por Sylvina entre abril y agosto de 2007 y que hasta esa fecha habían permanecido sin respuesta. En ellos, el Juzgado decidía, entre otras cuestiones: 

· Acordar la comparecencia para decidir sobre la prisión provisional del imputado, pero sin citar a las partes a una fecha y hora concretas, como suele ser habitual; 

· Informar al abogado de Sylvina de que, en noviembre de 2007, el Ministerio Fiscal había solicitado el sobreseimiento de la causa, (de lo cual nunca antes había sido informado) y que estaba pendiente su traslado a la acusación particular.  

· Levantar la orden de alejamiento de denunciado respecto al hijo común. 

· Recibir al abogado de Sylvina “si seguía interesado”

El informe psicosocial realizado por el equipo técnico del juzgado fue obra de una profesional sin la debida colegiación, y sobre la que pesaban varias denuncias por falta de diligencia. En este informe se definía la relación del denunciado hacia la víctima y su hijo como normal, y se circunscribían las actuaciones como propias de una situación de conflictividad de pareja.  En este informe basó el Ministerio Fiscal la petición de archivo de la causa. Tres meses después del asesinato de Sylvina, esta profesional continúa desarrollando su trabajo en el citado equipo técnico. 

El abogado de Sylvina, ante la pregunta sobre cuáles eran los principales obstáculos en este procedimiento, afirmó en entrevista con Amnistía Internacional, “¿Qué ha fallado aquí? yo creo que ha fallado todo. Es duro decirlo porque desde un profesional que se dedique al ámbito del derecho, decir que ha fallado todo… yo en un principio dije que había habido desatención, porque no sabía exactamente lo que había pasado… y la consecuencia de todo esto es un doble asesinato. Quizá si no hubiera sucedido, no nos enteramos de todo lo que estaba fallando…. Pero a raíz del informe del Consejo General del Poder Judicial se constata que ha fallado todo”. 
El abogado de Sylvina transmitió a Amnistía Internacional su interés porque “se depuren las responsabilidades que se estimen convenientes y que esto no vuelva a pasar, que es lo que nosotros y la familia de Sylvina estamos interesados, que no vuelva a pasar, que se mejore la aplicación de la ley, que son necesarios más medios para formar a los funcionarios… más juzgados, más policías, más formación (...) Para mi sería muy doloroso y para la familia de Sylvina que dentro de un año sucediera otro hecho similar y ver que no se haya cambiado nada, pues sería muy doloroso…”.

Pese la contundencia del diagnóstico realizado, el 4 de junio de 2008 la Comisión Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) archivó la investigación abierta a la juez titular del Juzgado de Violencia sobre la Mujer por entender que su actuación fue correcta. La decisión fue adoptada por unanimidad. El CGPJ pidió que se investigue a la funcionaria encargada de las diligencias, acusada de no cumplir sus órdenes para la tramitación de la citada denuncia. Sin embargo, en los veinte meses de tramitación del procedimiento estuvieron al frente del mismo no sólo la citada juez titular sino otros tres jueces, de cuya actuación el Consejo General del Poder Judicial no se ha pronunciado. 

Tres meses después de la muerte de Sylvina, tampoco la Unidad de Violencia de Género de la Delegación del Gobierno de Madrid, una de cuyas funciones es evaluar lo sucedido en los casos que derivan en homicidio de género, se ha puesto en contacto con los abogados de Sylvina.
Ana (nombre ficticio). 

Acceso a la denuncia y una atención policial adecuada
La madrugada del 7 de abril de 2008, sobre las 4:30 horas, Ana (nombre ficticio), de nacionalidad colombiana y 17 años de edad, se encontraba en una discoteca de la ciudad de León con su pareja. Al salir a la calle, su ex novio la increpó y la agredió físicamente. Ana llevaba sufriendo el hostigamiento de su ex pareja  durante los tres últimos años, quien le recriminaba haber roto la relación, pero nunca había tomado la decisión de denunciarlo. Esa noche sí se decidió a hacerlo, y esta fue la atención recibida por las fuerzas policiales:

En primer lugar, Ana se dirigió a la Comisaría de la Policía Nacional de León para presentar la denuncia. Al llegar, uno de los agentes le manifestó que estaban muy ocupados con un detenido por alcoholemia y le aconsejó interponerla ante la Policía Municipal.

Cuando Ana llegó a las dependencias de la Policía Municipal, los agentes le explicaron que para presentar la denuncia tenía que ir antes al centro de salud, pedir que le hicieran un “parte de lesiones” y volver con él. Ana se dirigió al centro de salud, y volvió a la Comisaría de la Policía Municipal con el parte de lesiones, pero una vez de vuelta los agentes le dijeron que para poner la denuncia era mejor que acudiera a la Comisaría de la Policía Nacional (dónde inicialmente había acudido).

De nuevo en la Comisaría de la Policía Nacional, después de esperar aproximadamente una hora, otro agente le dijo que debía volver al día siguiente después de la las 10.00, para interponer la denuncia ante el SAF (Servicio de Atención a la Familia de la Policía Nacional).
Al día siguiente Ana acudió al SAF, donde fue finalmente atendida. Allí, solicitó la presencia de un abogado para asesorarla en la presentación de la denuncia. Desde la comisaría se hicieron varias llamadas pero la persona que estaba de guardia en el Turno de oficio del colegio de abogados no cogió el teléfono, por lo que Ana terminó declarando sin asistencia letrada.
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